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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar la impugnación impetrada contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, el día ocho (08) de septiembre de dos mil cinco (2005) dentro de la acción de tutela promovida por la señora JOSEFINA GIRALDO VIUDA DE ARBOLEDA, en contra del Fondo Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia. 

2.- hechos

La accionante afirmó que su esposo señor OBDULIO ARBOLEDA ACEVEDO laboró en Ferrocarriles Nacionales de Colombia por espacio de veinticinco (25) años y obtuvo en el mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cinco (1955) la pensión de jubilación, la cual recibió hasta el día siete (7) de septiembre de ese mismo año, cuando falleció. Durante dos (2) años después de tal suceso, le fue pagada a la actora la pensión, en la Oficina de Rentas Departamentales y de un momento a otro no le volvió a llegar nada.

Se ha dirigido en varias oportunidades al Fondo Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la sustitución de la pensión que en vida devengó su esposo. Relaciona documentos mediante los cuales se le ha comunicado que dentro de la documentación actualmente a cargo de la entidad accionada, no ha sido posible ubicar expediente a nombre del señor OBDULIO ARBOLEDA ACEVEDO, no existe antecedente administrativo ni hoja de vida que permita concluir que laboró en la extinta empresa Ferrocarriles de Colombia o su posible condición de ex pensionado de la misma.

Solicita acudir a la caridad humana, ya que en su decir, no padece de amnesia, no está loca ni fuera de sus cabales, para inventar que su esposo laboró en el Fondo y que también fue pensionado.

Considera que no se le contestó el derecho de petición y que tiene derecho al mínimo vital, a la seguridad social y a una vida digna, razón por la cual acude a este mecanismo especial, en procura de que se le tutele precisamente, el derecho de petición.

3.- contestación 

El Subdirector de Prestaciones Sociales del Fondo Pasivo de Ferrocarriles Nacionales de Colombia, al descorrer el traslado que se le hiciera de la demanda presentada, manifestó que no se había vulnerado el derecho de petición por lo siguiente: En atención a la respuesta dada por el Coordinador del Archivo de esa entidad, no fue posible ubicar nóminas de pensionados del año 1955, y tal oficio ya se encontraba en poder de la accionante. Además, esa entidad, mediante resolución del pasado cuatro (4) de marzo de este año, había negado a la señora GIRALDO VIUDA DE ARBOLEDA el reconocimiento y pago de la sustitución pensional causada por el señor OBDULIO ARBOLEDA ACEVEDO, teniendo en cuenta que no fue posible ubicar antecedente alguno al respecto.

Aclara además, que de conformidad con la normativa vigente aplicable a la materia, la sustitución de la pensión vitalicia en cabeza del cónyuge superviviente sólo puede ser concedida a quienes causaron o disfrutaron de la sustitución pensional prevista en la Ley 171 de 1961, dentro de la cual no se encontraba el caso de la accionante, ya que en el hipotético caso que el señor ARBOLEDA ACEVEDO -fallecido en 1955- hubiere causado una pensión de jubilación, por mandato de la ley no podría trasmitir la misma de manera vitalicia a su cónyuge.

4.- fallo

La señora Juez de primer grado hizo algunas precisiones acerca de la naturaleza de la acción de tutela y su procedencia cuando se evidencia la transgresión de una garantía fundamental, siempre y cuando no se presente otro medio de defensa judicial, excepto, el tratarse de un perjuicio irremediable. Disertó además, sobre la importancia del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y la obligación correlativa que se impone a la administración para resolver prontamente las peticiones presentadas por los ciudadanos, lo cual debe ocurrir dentro del término establecido en el artículo 60 del Código Contencioso Administrativo, es decir, dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la respectiva solicitud.

Para el caso concreto, ya se había emitido por parte de la accionada, la resolución número 465 de marzo de dos mil cinco (2005) mediante la cual se resolvió la petición elevada sobre el reconocimiento de la prestación económica que invoca la señora GIRALDO VIUDA DE ARBOLEDA. En prueba de ello, era la misma accionante quien había adjuntado copia de tal acto administrativo al momento de incoar la acción constitucional.

En esas condiciones, dado que en efecto, se había dado respuesta a la petición elevada, incluso antes de elevar la solicitud de amparo, la tutela perdía su razón de ser ya que no existía una orden que emitir ni perjuicio que evitar. Así que decidió no conceder el amparo pedido.

5.- impugnación 

Al momento de ser notificada de la decisión proferida, la actora consignó por escrito su inconformidad con el fallo, sin que hubiere presentado escrito por medio del cual sustentara las razones de su disenso. 

6.- SE CONSIDERA

Esta Corporación es competente para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991, y 1º del decreto 1382 de 2000. 

Si bien es cierto que no se presentó memorial en el cual se explicaran las razones por las cuales se impugnaba la decisión de primera instancia, ello no es obstáculo para que la Sala analice la providencia impugnada y se pronuncie para desatar el recurso interpuesto.

El derecho de petición es uno de aquellas garantías fundamentales, que permite a las personas elevar solicitudes a las autoridades de todo orden, en el entendido que éstas producirán dentro de un tiempo prudente la respuesta a las inquietudes formuladas. Sobre el núcleo esencial de tal prerrogativa, ha dicho la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-069 de 1997:

“...el derecho de petición, incluye no sólo la posibilidad de que las personas puedan dirigirse a las autoridades publicas, en interés particular o general, sino también a que se dé una respuesta clara y precisa, del asunto sometido a su consideración, dentro del termino legalmente establecido para ello. Por lo tanto, cuando la autoridad omite resolver de fondo el asunto planteado, vulnera el derecho amparado en al artículo 23 Superior, cuyo núcleo esencial comprende una pronta resolución”. (resaltado ajeno)

Y agregó en la sentencia T-198 de 2000:

"La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado", como lo expresó esta Corte en fallo relativo al tema". (resaltado ajeno)
No siempre la respuesta producida, será favorable a los intereses de quien presenta el requerimiento, dado que la autoridad ante quien se radica la solicitud, como es natural contestará de conformidad con su criterio sobre el tema o incluso, basada en los documentos que posea.

En el caso de la señora JOSEFINA GIRALDO VIUDA DE ARBOLEDA, es innegable que en efecto, sus inquietudes fueron contestadas de manera contundente, negando la petición elevada con fundamento en una explicación lógica: Ferrocarriles Nacionales no tenía registros de la vinculación laboral del señor OBDULIO ALFONSO ARBOLEDA ACEVEDO.

La actora manifiesta al presentar la demanda, que su petición no ha sido resuelta de fondo, lo cual no es cierto, dado como se acaba de mencionar, ya hubo decisión de fondo que infortunadamente fue desfavorable a sus intereses.

Llama la atención el largo período que ha transcurrido entre la muerte del esposo de la actora y el momento en que se acude ante las autoridades pertinentes y aún ante el Juez Constitucional en procura de logar la sustitución de la pensión. Son cuarenta (40) años cuyo paso ha afectado notoriamente la capacidad de ser probada la condición de empleado o ex 

pensionado del difunto esposo de la accionante. En esas condiciones, ninguna autoridad está obligada a lo imposible, dado que la negativa por parte del Representante del Fondo Pensional de Ferrocarriles Nacionales de Colombia no fue producto del capricho o la arbitrariedad, sino la consecuencia normal de la falta de un medio probatorio que ate a tal entidad en relación con la pretendida calidad de cónyuge supérstite de quien supuestamente laboró al servicio de esa entidad.

En consecuencia, no se encuentra vulneración del derecho de petición en el presente evento y por ende, se confirmará el fallo impugnado.

7.- decisión final 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, que ha sido revisada por vía de impugnación.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO          

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario de la Sala
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